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Dirección General de Medio Natural y Política Forestal – MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE, MEDIO RURAL Y MARINO

ASUNTO: Participación en las Directrices de conservación de la Red Natura 2000

DNA. xxxxxx, con D.N.I. nº xxxxxx actuando en nombre y representación de la Asociación AMIGOS DA TERRA, entidad sin ánimo de lucro y con domicilio a efectos de notificaciones en la calle Concordia nº 20 – 2º izquierda 32003 OURENSE, a los efectos oportunos y como mejor en derecho proceda,

EXPONE:

Las Directrices de conservación son un conjunto de recomendaciones  para la planificación y  gestión de los espacios Red Natura 2000, dando cumplimiento al marco legal establecido  por la Directiva Hábitat y la Ley 42/2007, de 13 de diciembre.

Con carácter general, las directrices reflejan básicamente la práctica habitual utilizada en la  elaboración de instrumentos de gestión de áreas protegidas. Incorporan, no obstante,  algunas cuestiones específicas de la Red Natura 2000, recogidas de los documentos  técnicos y de interpretación que la Comisión Europea ha ido elaborando a lo largo de estos  casi 20 años desde la aprobación de la Directiva Hábitat.

La participación pública en materia ambiental está, por otra parte, regulada con carácter  general por la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la  información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente  incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE y garantiza jurídicamente la información y  participación pública en el ámbito del medioambiente.

ANTECEDENTES:

Debe destacarse en primer lugar la iniciativa loable de dotar de unas directrices comunes en todo el territorio del Estado que guíen la siguiente fase de la construcción de la Red Natura 2000. No en vano, una gestión efectiva del sistema de áreas protegidas requiere una aproximación coordinada con respecto a las unidades que componen el conjunto del sistema y con otros usos y actividades que inciden sobre el territorio. Este aspecto es de vital importancia para la adecuada concurrencia de niveles políticos que deben concurrir para una adecuada protección de los intereses públicos. 

Esta coordinación necesita una dirección global que provea una dirección al conjunto y establezca directrices a la gestión del ENP concreto. Los planes de manejo o gestión por su parte, en un nivel inferior, ofrece una amplio marco para las actuaciones locales, entre otros aspecto, integrando las líneas maestras de las directrices, articulando los objetivos específicos del lugar, controlando los programas de conservación necesarios o estableciendo la zonificación precisa para el control de los usos y actividades[1]. 

Si a nivel comunitario deberían existir unas directrices guiadas por los objetivos que persiguen las dos Directivas Aves y Hábitats, también deberían aprobarse un marco global de gestión a nivel estatal. En lo que se refiere a las directrices de ordenación previstas en el artículo 8 LCEN siempre se ha echado en falta un liderazgo que permitiera una orientación mínima en la gestión de los recursos. 

Las directrices de ordenación pueden facilitar uno de los aspectos que debe sustentar una red ecológica en un territorio complejo, esto es, un primer escalón en la planificación del sistema de espacios protegidos que defina los elementos estructurantes de carácter permanente tanto del conjunto del sistema como de cada espacio que forma parte de él e incluya su relación con la planificación territorial y la definición de sus contenidos[2]. 

La asociaciones ecologistas hemos venido solicitando la aprobación de unas directrices similares para la Red Natura 2000 donde se establecieran directrices y criterios orientadores sobre planificación y gestión de espacios[3]. 

La validez de las Directrices para la Ordenación de los recursos Naturales fue cuestionado por las Comunidades Autónomas que recurrieron determinados preceptos de la Ley 4/1989, de conservación de espacios naturales flora y fauna pero la Sentencia 102/1995 respaldó su aprobación advirtiendo la necesidad de que existan esas Directrices, básica en sí misma, no puede conllevar el carácter básico anticipado de las reglas concretas que se dicten al amparo del precepto, cuya impugnación, en su día, queda abierta” [4]. 

SUGERENCIAS:

PRIMERA. En cuanto a la Diversidad de situaciones y tratamiento desigual a nivel autonómico 

Desde la aprobación del Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, por el que se establecen medidas para contribuir a garantizar la biodiversidad mediante la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, se ha producido una progresiva actualización de la normativa autonómica, aunque todavía más de la mitad de las CCAA, todavía no tienen preceptos suficientes que permitan acometer las tareas obligadas por las directivas comunitarias con la debida seguridad jurídica. 

Es cierto que podría argumentarse que tales Comunidades toman como base la legislación estatal. Sin embargo, la Ley 42/2007, de patrimonio natural y biodiversidad, sólo prevé determinados aspectos estructurales de la construcción de la Red Natura, y deja amplios aspectos sin regular. Ámbitos que deben ser cubiertos por las autonomías en base a las competencias de desarrollo de la legislación básica. 

Un primer estudio de la legislación permite apreciar un grupo de Comunidades en las que su ley de EPs, no hace referencia a los espacios que integran la Red Natura; y un segundo en las que sí hay al menos un engarce legal en su normativa a los espacios Red Natura. 

En un primer acercamiento, la gran mayoría de CCAA aplican directamente la legislación básica, bien porque no tengan un texto nuclear sobre conservación de la naturaleza, o no hayan previsto la incorporación legislativa de los artículos referentes a la Red Natura. Estas situaciones, tienen el inconveniente de dejar inconclusas las numerosas remisiones que la Ley 42/1997 y RD 1995/1997, hacen a las competencias autonómicas. 

El problema que presenta esta situación, es la indefinición de la Red Natura que en definitiva, plantea un escenario de incertidumbre acusada. La ciudadanía no encuentra en el referente legal (Estado de Derecho) las directrices en las que los poderes públicos autonómicos se van a mover. No puede olvidarse, que la legislación básica, es por su naturaleza, una ley de mínimos, que incluso deja sin tratar la inserción de la Red Natura en las respectivas redes de Espacios Naturales Protegidos. Por tanto, un asunto tan estructural como este, unido a la previsión de los instrumentos de gestión que vayan a utilizarse, o la regulación de los procedimientos que permitan la construcción de la Red Natura en cada autonomía son aspectos básicos que se están dejando a la improvisación. Precisamente, al necesitar la Directiva 92/43 un rumbo que debe trazarse en cada CCAA, la necesidad de liderazgo es imperiosa y la legislación dentro de nuestro sistema constitucional, es un instrumento imprescindible por el cual se concreta la responsabilidad de las instituciones públicas que debe abordarse sin demora. 

Otro grupo menos numeroso, lo componen aquellas CCAA que han modificado su correspondiente Ley de Espacios protegidos, mediante modificación posterior a través de la adición realizada por una ley de modificación particular o de medidas fiscales, administrativas o sociales. A veces, superponer sin más la valoración de la existencia de ZEPAs y ZECs puede conllevar alguna fricción en la norma modificada, porque las perspectivas de conservación, no son las mismas para los espacios protegidos habituales que para la gran extensión y flexibilidad que requiere la Red Natura. 

El último grupo, lo constituyen aquellas comunidades autónomas que frecuentemente por haber aprobado una norma a partir del año 2000, han previsto de forma consciente y desde el primer momento de la elaboración legislativa, el fenómeno de la Red Natura y su forma de gestión en la Comunidad autónoma. Esta posibilidad, puede dejar sin regular aspectos importantes de las ZEPAs y ZECs. 

SEGUNDA. En cuanto a la Valoración conjunta de las directrices 

Es muy loable la calidad técnica del documento. Desde el punto de vista jurídico, se percibe un documento muy trabajado, conciso y exhaustivo. Precisamente sorprende por las referencias que tenemos a la normativa básica abstracta y genérica. El espíritu que subyace a las directrices se sintetiza en este párrafo “la finalidad de estas Directrices es que los instrumentos de gestión de la Red Natura 2000 se elaboren con una lógica técnica que responda a los objetivos de conservación que se pretenden alcanzar en los espacios que conforman la Red. Para ello se han establecido pautas que permitan y aseguren una conexión clara entre medidas de actuación y objetivos a alcanzar, evitando así que los instrumentos de gestión se conviertan en unos documentos vacíos de contenido y con propuestas inconexas y poco mensurables.” 

Frente a la valoración discrecional de la administración a veces con excesivo alejamiento de los objetivos de conservación de las ZEPAs y ZECs, lo que permiten las directrices y nos permitirían es reducir ese ámbito de discrecionalidad porque hay unos límites de carácter técnico. 

TERCERA. En cuanto al Principio general 1 y 2

Se dice: 

"1. La gestión de los espacios Red Natura 2000 tendrá como finalidad contribuir al

 mantenimiento o restablecimiento, en un estado de conservación favorable, de los Tipos

 de Hábitat Naturales de Interés Comunitario y de los hábitats y poblaciones de las

 Especies de Interés Comunitario, contribuyendo así a garantizar el mantenimiento de la

 coherencia global de la Red Natura 2000.

2. Tendrá el carácter de instrumento de gestión de la Red Natura 2000 cualquiera que se

 haya elaborado siguiendo estas Directrices de Conservación de la Red Natura 2000.

 Aquellos instrumentos preexistentes cuyo ámbito de aplicación coincida con espacios

 Red Natura 2000, y entre cuyos objetivos principales se encuentre la conservación de la

 biodiversidad, requerirán, en su caso, su adaptación a lo establecido en estas

 Directrices”.

Dada la gran heterogeneidad de instrumentos que afectan a la Red Natura, es clara la necesidad de que se establezca un periodo de acoplamiento de los planes sectoriales a los requerimientos de gestión. Sin embargo, es quizá demasiado flexible con aquellos instrumentos que sean directamente contrarios con los planes de gestión. Ante la situación expuesta en los antecedentes de excesiva diversidad en la consideración de la Red Natura a nivel autonómico, cuando no de auténticas lagunas, 

estas directrices, dentro de su ámbito competencial, podrían realizar una llamada de atención a través de una directriz o recomendación sobre el establecimiento de prioridades que integren los conflictos de planeamiento. Debería aclararse en este sentido que debería haber una vinculación de los instrumentos de gestión, precisamente para que no resultaran perjudicados negativamente los objetivos de conservación. 

Se propone la siguiente redacción: "Los planes de gestión tendrán el rango legal que establezca cada CCAA de acuerdo a su legislación ambiental propia y a la legislación general en esa materia establecida por las Cortes Generales. En todo caso, los planes de gestión deberán tener un estatuto legal que les permita ser herramientas que condicionen y orienten las políticas sectoriales de cada gobierno autonómico con el objeto de asegurar el cumplimiento de los objetivos de conservación y permitir así lograr un adecuado estado de conservación de especies y hábitats. El instrumento de aprobación de los planes de gestión establecerá la prevalencia de éstos en caso de conflicto con otros instrumentos legales de igual rango legal."

CUARTA. En cuanto a la Modificación sustancial de límites. Recomendación 1.1.2.

Se dice: 

"Si de la elaboración de un instrumento de gestión u otra circunstancia se derivara

 una modificación de límites del Lugar de Importancia Comunitaria, se deberá realizar

 la tramitación oficial de esa modificación previamente a su declaración como Zona

 Especial de Conservación. Se exceptúan de ello aquellas modificaciones de límites

 imputables al incremento de la precisión cartográfica debido a la variación de la

 escala de trabajo”.

En principio, no debería permitirse modificación sustancial, porque si la hay es que la Comunidad autónoma no ha sido diligente a la hora de hacer su propuesta. Debería ser más cautelosa la redacción para no dar pie a interpretaciones erróneas a alejadas del espíritu de la recomendación para evitar la confusión de la modificación por cambio de escala por modificación sustancial de los límites por error o negligencia en la identificación inicial de hábitats. 

Tampoco debiera aceptarse la modificación de límites o sustitución de hábitats por pérdida de sus elementos. Las decisiones de la Comisión por las que se aprueba la lista de LICS, supone una vinculación directa sobre las instituciones españolas que debe respetarse so pena de erosionar el Estado de derecho y establecer precedentes inadecuados de incumplimiento de la normativa comunitaria, restándole credibilidad. 

No puede olvidarse que tras la desaparición de los valores que motivaron la declaración de ZECs se encuentra una varia tipología de causas y gran parte de ellas tiene origen directo en la actividad humana que promueve precisamente la desaparición de esos valores. Dar respaldo a estas conductas que degradan el patrimonio natural de todos los ciudadanos es precisamente lo que se lograría permitiendo sin más la desaparición de la ZEC. 

Tampoco es baladí recordar que la directiva 92/43 impone la obligación de conservar y restaurar los hábitats y especies de mayor valor, por lo que no establecer medidas de restauración, dejaría vacía de contenido las disposiciones 2.2. y 3.1 de esta directiva.

QUINTA. En cuanto al Conflicto de objetivos, Recomendación 4.2.1. 

Se dice: 

"Si a la hora de fijar los objetivos de conservación de un espacio Red Natura

 2000 se aprecian posibles contradicciones evidentes entre los mismos, se

 tendrá en cuenta la importancia relativa de cada Tipo de Hábitat de Interés

 Comunitario y Especie Red Natura 2000 en el ámbito de aplicación del

 instrumento de gestión y de la región biogeográfica, para lo que se utilizarán los

 criterios establecidos en la Directriz 2.1.5”.

En principio, estas contradicciones solamente deberían afectar  alos objetivos de conservación de las ZECs pero npo a conflictos con otras áreas, económicas o sociales.

SEXTA. En cuanto a la Participación:

El bloque referente a la participación destaca al dedicársele un conjunto de directrices y recomendaciones dentro del proceso de tramitación de los instrumentos de gestión. Sin embargo, pese a su importancia política y jurídica, se percibe una escasa fuerza sobre tan importantes aspectos.

Hoy día, la participación unida a la educación e información, se han convertido en principios generales reconocidos en todos los niveles políticos. El apoyo social es imprescindible para la efectividad de los sistemas de áreas protegidas por lo que los Estados deberían propiciar el apoyo de las comunidades locales y deberán estimular el interés de los ciudadanos en, incluso, fuera de los espacios protegidos para reforzar pautas de comportamiento sostenibles. Esta orientación tan evidente ha fallado en la construcción de la Red Natura hasta el momento.

La Red Natura en su conjunto puede convertirse en “Parques de papel” si se mantiene la tradicional gestión de la participación etérea y sin concreción práctica que modifique las prácticas habituales, las ZECs y ZEPAs se añadirán a la maraña de declaraciones ineficaces ya existentes en nuestro territorio, lo que no hará sino fomentar más aún la apatía de los ciudadanos y el enfrentamiento con las comunidades locales.

No hay que olvidar las obligaciones que se derivan de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente y obliga a las administraciones competentes a promover una participación real y efectiva del público (arts. 16 y stes.) 

Por ello, solicitamos:

· El impulso en cooperación con las CCAA de una estrategia a nivel estatal en la que se diagnostiquen los fallos en la comunicación de la Red Natura en España y se establezcan los objetivos y medios para acercar este instrumento de la política comunitaria.

· Una apuesta decidida por la comunicación sobre esta cuestión que permita una participación efectiva basada en el mejor conocimiento posible y que no sea una transmisión unidireccional de mensajes.

· La concreción de una metodología sobre participación que permita la identificación e integración de stakeholders o actores afectados en la designación y gestión posterior de las áreas.

SÉPTIMA. En cuanto a la Priorización de medidas

La gestión implica un diagnóstico del estado de conservación y presiones sobre los objetivos de conservación de las zonas Red Natura. Ello desemboca en un plan de medidas y en el establecimiento de una priorización de medidas  en función de la importancia de los lugares (art. 4.4 D. 92/43). 

OCTAVA. En cuanto al Ámbito de aplicación

Una cuestión suscitada es el ámbito de aplicación de las directrices. Dado que, salvo error, no se realiza ninguna mención al respecto, debería entenderse que las directrices son aplicables a todo el ámbito de la red, con independencia a su coincidencia territorial con otras figuras de protección. 

Tanto las superficies incluidas en otras figuras de protección como las que sólo están protegidas por ZEPAs o ZECs, deben respetar los principios y directrices que se establezcan. Cuestión diferente serían aquellas zonas que respectando los criterios y obligaciones derivadas de la reciente Directiva 2009/147 y directiva 92/43.

Debería aclararse el ámbito de aplicación añadiendo una directriz al respecto y estableciendo un plazo de seis meses para la adaptación de aquellos instrumentos globales en los que se esté incluida parte o toda la superficie incluida en ZEPA o ZECs a las presentes directrices.

[1] DAVEY A. G., National System Planning for Protected Areas, IUCN, Gland, Switzerland and Cambridge, UK, 1998 (URL: http://wcpa.iucn.org/pubs/pdfs/Nat_Sys_Planning.pdf) Pág. 28. 

[2] EUROPARC-España, Plan de acción... op. cit. Pág. 47 

[3] ECOLOGISTAS EN ACCIÓN, GREENPEACE, SEO/BIRDLIFE Y WWF/ADENA, “225 medidas para el Desarrollo Sostenible” presentadas por estas asociaciones el 21 de febrero de 2002 al Ministerio de Medio ambiente que deben ser contempladas por la futura Estrategia Española de Desarrollo Sostenible (EEDS) para convertirse en un instrumento eficaz. Se puede consultar este documento en (URL:http://www.seo.org/Documentos.asp?doc=88) Apartado 9, medida propuesta nº 7. 

[4] STC 102/1995. Fundamento decimocuarto. 

En Ourense, a 20 de mayo de 2011

Asdo.:  xxxxx

Representante legal de Amigos da Terra

amigosdaterra.net








